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I. Rodrigo Santiago Juárez 

1.1 Situación actual de las personas defensoras de derechos 
humanos 

Los defensores son personas que actúan de manera pacífica en la pro-
moción y protección de los derechos humanos, impulsando el desa-
rrollo y la lucha contra la pobreza, realizando acciones humanitarias, 
fomentando la reconstrucción de la paz y promoviendo derechos ci-
viles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales, entre 
muchos otros. 

El papel que juegan las personas defensoras es primordial para 
visibilizar situaciones de injusticia social, combatir la impunidad y 
dar vida a los procesos democráticos, así como para que los gobiernos 
cumplan con las obligaciones internacionales en esta materia. 

El alto comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Hu-
manos ha destacado que pueden ser defensores cualquier persona o 
grupos de personas que se esfuercen en promover los derechos hu-
manos: desde organizaciones intergubernamentales asentadas en las 
mayores ciudades del mundo, hasta individuos que trabajan en sus 
comunidades locales. 

Lo que más caracteriza a un defensor no es su título o el nombre 
de la organización para la que trabaja, sino el carácter de la actividad 
que desarrolla, sin importar si recibe remuneración por ello. Tam-
poco se requiere que se dedique de manera permanente a esa labor: 
en muchas ocasiones, estas personas pueden realizar actividades de 
defensa por una situación muy particular que los afecte a ellas o a su 
núcleo familiar. 

A pesar de la labor fundamental que realizan en favor de la socie-
dad, en algunas ocasiones sus actividades traen aparejados distintos 
riesgos. En muchos países, las personas y las organizaciones dedi-
cadas a promover y defender los derechos humanos y las libertades 
fundamentales a menudo están expuestos a amenazas y acoso y pade-
cen inseguridad como resultado de sus actividades, incluso mediante 
restricciones de la libertad de asociación, de expresión o reunión o 
abusos en los procedimientos civiles o penales. 

En palabras del relator especial de la onu sobre defensores, Mi-
chel Forst, en muchas ocasiones las personas que defienden nuestros 
derechos no cuentan con herramientas que puedan protegerlas. En la 
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mayoría de los estados donde viven y actúan los defensores no se 
cuenta con disposiciones que permitan alertar sobre su situación o 
contar con herramientas concretas y rápidas para su protección que les 
permitan seguir con su trabajo. 

1.2 Principales derechos reconocidos a los defensores 

Se han aprobado diversos estándares sobre la protección a personas 
defensoras, que tienen como propósito la realización de políticas pú-
blicas encaminadas a que puedan realizar sus actividades sin verse 
sometidos a obstáculos o afectaciones de ningún tipo. 

Derecho a la protección del Estado. Esta protección supone un amplio 
abanico de acciones que tengan como fin crear condiciones propicias 
para que puedan realizar labores de defensa sin riesgos. Como lo ha 
señalado la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (en adelan-
te, cndh), el incremento de los delitos cometidos en contra de defen-
sores se puede vincular con los altos índices de impunidad registrados, 
así como con una reiterada omisión de las autoridades de establecer 
protocolos de investigación, en los que sea obligatorio y prioritario 
identificar a las personas defensoras con relación al contexto sociopo-
lítico inherente al desempeño de sus actividades. 

Derecho a la libertad de reunión. La Declaración sobre Defensores 
de Derechos Humanos de la onu reconoce la legitimidad de la parti-
cipación de las personas en actividades pacíficas para protestar contra 
violaciones de los derechos humanos y reconoce la libertad de reunión 
como un elemento muy importante de este derecho. 

Al respecto, los Estados tienen la obligación positiva de proteger 
activamente las reuniones que se realizan de conformidad con la ley y 
de manera pacífica, incluyendo la obligación de proteger a los partici-
pantes contra las personas o grupos que tratan de afectar la reunión o 
perpetrar actos violentos contra dichos participantes. 

Derecho a la libertad de asociación. La Corte Interamericana de De-
rechos Humanos (en adelante, Corte idh) ha destacado que, en su 
dimensión individual, la libertad de asociación en materia laboral no 
se agota con el conocimiento teórico del derecho a formar sindicatos, 
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sino que comprende, además, inseparablemente, el derecho a utilizar 
cualquier medio apropiado para ejercer esa libertad. En su dimensión 
social, la libertad de asociación es un medio que permite a los miem-
bros de un grupo alcanzar ciertos objetivos en conjunto y obtener be-
neficios por sí mismos. 

La Corte idh también estableció que los Estados tienen el deber 
de facilitar los medios necesarios para que los defensores de derechos 
humanos realicen libremente sus actividades, protegerlos cuando son 
objeto de amenazas para evitar atentados a su vida e integridad, abste-
nerse de imponer obstáculos que dificulten la realización de su labor e 
investigar seria y eficazmente las violaciones cometidas en su contra, 
combatiendo la impunidad. 

Derecho a comunicarse con organismos internacionales. La decla-
ración reconoce que el acceso y la comunicación con los organismos 
internacionales es esencial para que las personas defensoras lleven a 
cabo su trabajo: alertar a la comunidad internacional sobre problemas 
de derechos humanos y hacer que los casos claves sean del conoci-
miento de los organismos y los mecanismos regionales e internacio-
nales de derechos humanos. 

Por ello, se ha puesto de relieve el importante papel que desem-
peñan las personas defensoras en la comunicación con organismos 
internacionales sobre los problemas de seguridad o de derechos que 
vayan surgiendo. La información recogida y provista por los defen-
sores sobre violaciones de derechos humanos en todo el mundo, y 
en particular en sus comunidades, puede emplearse como un sistema 
práctico de alerta temprana para avisar a la comunidad internacional 
sobre la evolución de amenazas para la paz. 

Derecho a la libertad de opinión y expresión. La Corte idh ha ma-
nifestado que la libertad de expresión es un derecho fundamental en 
el desarrollo de una sociedad democrática, indispensable para la for-
mación de la opinión pública. El Comité de Derechos Humanos de la 
onu, en su Observación General No. 34 sobre el derecho a la libertad 
de opinión y expresión, llama a los Estados parte a actuar con cautela 
para asegurar que las disposiciones relativas a la seguridad nacional 
sean diseñadas y aplicadas de manera que se garantice la libertad de 
opinión y expresión. 
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El comité advierte que el invocar las disposiciones nacionales de 
seguridad sobre delitos de traición y sedición para procesar a periodis-
tas, investigadores, ecologistas, defensoras o defensores de derechos 
humanos por haber difundido información de interés público no es 
compatible con el artículo 19, apartado 3, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos. 

Derecho a la protesta. Las protestas y manifestaciones han sido moto-
res de cambio y factores importantes que contribuyen a la promoción 
de los derechos humanos. En todas las regiones del mundo y en todas 
las épocas de la historia, defensoras y defensores anónimos y activis-
tas reconocidos han liderado e inspirado movimientos de protesta que 
prepararon el terreno para los logros conseguidos en la esfera de los 
derechos humanos. 

En el caso Baczowski y otros vs. Polonia, relacionado con in-
tegrantes de organizaciones no gubernamentales que acompañaban 
casos de discriminación por orientación sexual, donde el Estado les 
negó el permiso para reunirse, el Tribunal Europeo observó que la 
denegación de la autorización para reunirse y protestar podía tener 
un efecto desalentador entre los participantes de las manifestaciones. 

En términos generales, podemos señalar que el derecho de pro-
testa se constituye en un derecho prevalente, a partir del cual pueden 
defenderse y protegerse muchos otros derechos, por lo que es impor-
tante que las personas defensoras puedan ejercer el mismo de forma 
pacífica, sin verse sometidas a afectaciones de ningún tipo. 

Derecho a debatir y desarrollar nuevas ideas. El artículo 7 de la de-
claración señala que toda persona tiene derecho a desarrollar y deba-
tir, individual o colectivamente, ideas y principios nuevos relaciona-
dos con los derechos humanos y a preconizar su aceptación. 

Muchos de los derechos humanos básicos que hoy damos por 
hechos llevaron varios años de lucha y deliberación antes de tomar su 
forma final y ser ampliamente aceptados. Hoy en día, tenemos el caso 
de los defensores que trabajan por los derechos lésbico, gay, bisexual, 
transexual, transgénero, travesti e intersexual (lgbttti). Igualmente, 
aunque los derechos de la mujer no son nuevos, en algunos contextos 
pueden ser percibidos como novedosos, ya que abordan temas que 
pueden ser un reto para la tradición y la cultura. 
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Derecho a un recurso efectivo. El artículo 9 de la declaración señala 
que toda persona tiene derecho a disponer, individual o colectivamen-
te, de recursos eficaces y a ser protegida en caso de violación a sus 
derechos. En el marco de la declaración, esta obligación implica que 
el Estado debe garantizar, sin demoras indebidas, una investigación 
pronta e imparcial de las presuntas violaciones, el enjuiciamiento de 
los autores (independientemente de su estatus), el otorgamiento de 
una reparación (incluida una indemnización adecuada a las víctimas), 
así como la ejecución de las sentencias. 

La cndh emitió la Recomendación 4/2018, dirigida a la Fiscalía 
General de Veracruz, relacionada precisamente con la violación del 
derecho de acceso a la justicia en su vertiente de procuración de justi-
cia, pues los servidores públicos de esa Fiscalía no agotaron todas las 
diligencias para investigar el paradero de una defensora de derechos 
humanos que fue víctima de desaparición ni tomaron en consideración 
las actividades de acompañamiento de familiares de víctimas de desa-
parición que ella realizaba, a pesar de la existencia de protocolos que 
así lo ordenaban. 

Derecho a acceder a recursos. El artículo 13 de la declaración estable-
ce que toda persona tiene derecho a solicitar, recibir y utilizar recur-
sos, individual o colectivamente, con el objeto expreso de promover y 
proteger, por medios pacíficos, los derechos humanos y las libertades 
fundamentales. 

Por eso se ha dicho que, para que las organizaciones de derechos 
humanos puedan realizar sus actividades, es indispensable que se les 
permita desempeñar sus funciones sin impedimentos, entre los que 
cabe mencionar las restricciones a su financiación. Cuando los indivi-
duos son libres de ejercer su derecho de asociación, pero se les niegan 
los recursos para llevar a cabo sus actividades y operar una organiza-
ción, el derecho a la libertad de asociación se torna nulo. La capacidad 
de los defensores para realizar sus actividades depende de su capaci-
dad para recibir fondos y utilizarlos sin restricciones indebidas. 

Prohibición de utilizar el derecho penal contra los defensores. La 
Corte idh ha tenido conocimiento de declaraciones, pronunciamien-
tos y comunicados emitidos por autoridades estatales con el fin de 
incriminar a defensores por hechos sobre los que no existían procesos 
en curso, que no habrían sido determinados judicialmente o de los que 
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ya habían sido absueltos. Esas declaraciones, por lo general, buscan 
deslegitimar el trabajo de defensa, estigmatizándolos ante la sociedad. 

La Corte idh, en el caso Fleury y otros vs. Haití, que guarda rela-
ción con la detención arbitraria de un defensor de derechos humanos, 
destacó que el arresto del señor Fleury fue contrario a derecho, pues 
no se cumplió con el principio de legalidad; además de que, muy pro-
bablemente, se intentó silenciar su actividad como defensor. 

Tabla 1. Número de casos que tiene detectados la cndh de agresiones 
contra defensores civiles (al 31 de octubre de 2018) 

Año 
Homicidios 

De 2006 a la fecha 

Desaparecidos 

De 2009 a la fecha 

Quejas 

De 2010 a la fecha 

2006 1 -- --

2007 1 -- --

2008 0 -- --

2009 2 1 --

2010 6 0 49 

2011 8 0 59 

2012 3 0 53 

2013 4 1 55 

2014 1 1 45 

2015 3 - 59 

2016 -- 1 66 

2017 5 -- 60 

2018 5 1 51 

Total 40 5 497 

Fuente: cndh 
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Tabla 2. Estados de México con mayor número de homicidios 
de personas defensoras 

Estado Homicidios de personas defensoras 

Chihuahua 4 

Guerrero 6 

Oaxaca 6 

Sinaloa 2 

Veracruz 2 

Fuente: cndh 

1.3 Relevancia de la libertad de expresión 

Sobre la relevancia que tiene este derecho para la consolidación de 
la democracia, se ha señalado que la libertad de expresión no trata 
simplemente de reconocer el derecho que tienen los medios a expre-
sarse con libertad, de reconocer su libertad de prensa, sino que, en un 
régimen democrático, la difusión de ideas, opiniones e información 
involucra también el tema del derecho de los individuos a estar infor-
mados de forma oportuna, veraz y confiable en todo lo que acontece 
en el espacio público. 

La libertad de prensa tiene, a fin de cuentas, un carácter particular 
en los regímenes democráticos modernos: servir de equilibrio entre la 
libertad de expresión y el derecho de los individuos a recibir informa-
ción y enterarse de lo que sucede en los asuntos públicos. 

La importancia que tiene la libertad de expresión para el desarro-
llo de la democracia la podemos advertir a partir de diversos elemen-
tos. Algunos de ellos tienen que ver con la manera en que la jurispru-
dencia nacional e internacional destaca el papel que la misma juega 
en el desenvolvimiento de otros derechos y como instrumento que 
permite auditar y controlar lo que sucede en el ámbito público. 

Ahora, veamos el número de casos que tiene detectados la cndh, 
de agresiones contra periodistas. 
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Tabla 3. Datos de periodistas al 31 de octubre de 2018 

Año 

Homicidios 

De 2000 

a la fecha 

Desaparecidos 

De 2005 

a la fecha 

Atentados 

De 2006 

a la fecha 

Quejas 

De 2010 

2000 4 

2001 4 

2002 2 

2003 1 

2004 5 

2005 4 1 

2006 10 2 4 

2007 4 3 1 

2008 10 1 1 

2009 12 1 2 

2010 9 4 10 69 

2011 9 2 6 98 

2012 7 4 9 100 

2013 5 1 8 70 

2014 9 1 1 96 

2015 12 - 6 80 

2016 13 - 3 98 

2017 10 - 1 97 

2018 10 1 - 68 

Total 141 21 52 776 

Fuente: cndh 

Tabla 4. Homicidios de mujeres periodistas por año 

Año 2005 2008 2011 2012 2014 2015 2016 2017 2018 Total 

Casos 1 2 4 1 1 1 2 1 2 15 

Fuente: cndh 
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Tabla 5. Estados con mayor incidencia en homicidios de periodistas 

Estado Homicidios de periodistas 

Veracruz 22 

Tamaulipas 16 

Guerrero 16 

Oaxaca 15 

Chihuahua 14 

Sinaloa 7 

Fuente: cndh 

1.4 Estándares internacionales para la protección 
de periodistas 

La jurisprudencia internacional y regional ha conformado algunos es-
tándares relacionados con la libertad de expresión que deben ser aten-
didos por las autoridades de los distintos niveles de gobierno y, sobre 
todo, por quienes tienen a su cargo responsabilidades en casos que, en 
materia administrativa o judicial, estén relacionados con ese derecho. 
A continuación, se mencionan los estándares más relevantes. 

Prohibición de la censura previa. De conformidad con el artículo 13 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se prohíbe la 
censura previa en materia de libertad de expresión; la única excepción 
tiene que ver con los espectáculos públicos, donde pueden imponerse 
requisitos de acceso para la protección de la infancia y la adolescen-
cia. A la vez que prohíbe la censura previa, dicho instrumento inter-
nacional contempla únicamente responsabilidades ulteriores; es decir, 
sanciones por un posible exceso en la libertad de expresión que deben 
estar anticipadamente fijadas en la ley y ser estrictamente necesarias. 

Uno de los asuntos relacionados con este estándar deriva de la 
sentencia del caso Olmedo Bustos vs. Chile, donde el tribunal inte-
ramericano determinó que el Estado chileno vulneró los artículos 12 
(libertad de conciencia y religión) y 13 (libertad de expresión) de la 
Convención Americana, al prohibir la exhibición de una película con-
siderada como transgresora de los principios del catolicismo. 
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Otro es el caso Palamara Iribarne vs. Chile, relacionado con la 
actuación del Gobierno chileno cuando incautó el material de impren-
ta y borró los archivos de la computadora del señor Iribarne, quien 
pretendía publicar el libro Ética y servicio de inteligencia, que conte-
nía una dura crítica a la actuación de quienes ejercían acciones de in-
teligencia en contra de los ciudadanos en aquel país, y donde la Corte 
idh condenó al Estado chileno por vulnerar la libertad de expresión 
del agraviado. 

Prohibición de restricciones indirectas. Si bien existen las restriccio-
nes directas a la libertad de expresión, como pueden ser las amenazas 
o las agresiones cometidas en contra de quienes ejercen tal derecho, 
como los periodistas o medios de comunicación, en la actualidad exis-
ten mecanismos más sutiles con los que se busca inhibir la libertad de 
expresión, a los que se conoce como mecanismos o medios indirectos. 
Esos medios indirectos de restricción frecuentemente conllevan el uso 
de mecanismos aparentemente legítimos, pero que tienen como pro-
pósito final afectar o limitar la libertad de expresión. 

Una de las sentencias en donde —a mi juicio— se hace uno de 
los análisis más pormenorizados de la manera en que el Estado puede 
afectar la libertad de expresión por medios indirectos es la que tiene 
que ver con el caso Ivcher Bronstein vs. Perú. La corte mencionó que, 
como consecuencia de la línea editorial asumida por el Canal 2 de ese 
país, el señor Ivcher Bronstein —ciudadano peruano por naturalización 
y director del canal— fue sujeto a diversas acciones intimidatorias. 

Por ejemplo, luego de difundir un programa donde se denuncia-
ban las posibles torturas cometidas por integrantes del Servicio de 
Inteligencia del Ejército peruano, así como las prácticas de corrupción 
del señor Vladimiro Montesinos —asesor del Servicio de Inteligen-
cia de ese país y colaborador del expresidente Alberto Fujimori— el 
Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas emitió un comunicado 
oficial, en el que denunció al señor Bronstein por llevar a cabo una 
campaña difamatoria tendente a desprestigiar a las Fuerzas Armadas. 
Además, el mismo día en que el Ejército emitió dicho comunicado, el 
Poder Ejecutivo de Perú expidió un decreto que reglamentó la Ley de 
Nacionalidad, por la que estableció la posibilidad de cancelar esta a 
los peruanos naturalizados. 

Como consecuencia de esa medida, en los días posteriores se dio 
a conocer que no había sido localizado el expediente por el que se 
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tramitó la nacionalidad del señor Bronstein y que no estaba acreditado 
que el mismo hubiera renunciado a su nacionalidad israelí, por lo que 
se dejó sin efecto el título de nacionalidad peruana y se suspendió el 
ejercicio de sus derechos como socio del canal y su nombramiento 
como director de este. 

Al analizar el contexto en el que se dieron los hechos y la serie 
de actos administrativos posteriores a la difusión de un programa crí-
tico contra el Gobierno y donde se denunciaban crímenes cometidos 
por altos servidores públicos del Estado, el tribunal interamericano 
determinó que la resolución que dejó sin efecto legal el título de na-
cionalidad al agraviado constituyó un mecanismo para afectar la liber-
tad de expresión del señor Bronstein. Es decir, que el Estado —bajo 
un aparente procedimiento legal— estaba castigando la difusión de 
información por parte del agraviado, lo que constituye, de conformi-
dad con los estándares internacionales, un medio indirecto contra la 
libertad de expresión. 

En efecto, al resolver ese caso, la Corte idh tomó en cuenta el 
contexto en el que se dieron los hechos, la reforma a la Ley de Na-
cionalidad de Perú que permitió, en último término, retirar la nacio-
nalidad a los peruanos naturalizados, así como los actos posteriores 
por los que se dejó sin efecto su título de nacionalidad y separarlo 
como socio del canal. Esto sirvió a la corte para señalar que había 
una relación directa entre el contenido del programa de televisión y 
las repercusiones administrativas y legales que derivaron de los actos 
denunciados en dicho programa, por lo que determinó que se estaba 
ante un medio indirecto para afectar la libertad de expresión del señor 
Bronstein. 

Límites a las sanciones civiles. Si bien no se prohíben las sanciones 
de tipo civil (económicas) derivadas de un procedimiento judicial, 
la Corte idh ha señalado que la imposición de multas muy elevadas 
puede ser igual o más intimidante e inhibidor para el ejercicio de la 
libertad de expresión que una sanción penal. 

Al respecto, en el caso Fontevecchia y Dámico vs. Argentina, 
relacionado con la sanción económica impuesta por autoridades judi-
ciales de Argentina a los agraviados, quienes se desempeñaban como 
director y editor de la revista Noticias, como responsabilidad ulterior 
por la publicación de dos artículos sobre la existencia de un hijo no re-
conocido del señor Carlos Saúl Menem (entonces presidente de aquel 
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país), la Corte idh determinó que la información publicada era de 
interés público y ya era de dominio público. 

Asimismo, tomó en consideración que no hubo una injerencia 
arbitraria en el derecho a la vida privada del señor Menem, y que la 
medida de responsabilidad ulterior (en este caso, la sanción econó-
mica impuesta al director y al editor de la revista donde se publicó 
la información) no cumplió con el requisito de ser necesaria en una 
sociedad democrática, por lo que constituyó una violación al artículo 
13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

Adopción de un discurso público que contribuya a prevenir la violen-
cia en contra de quienes ejercen la libertad de expresión. La Corte 
idh ha considerado que una de las maneras en que se fomenta la vio-
lencia en contra de las y los periodistas y medios de comunicación es a 
través de comentarios que los expongan a un mayor riesgo de agresio-
nes, como aquellas declaraciones o expresiones que critican o deme-
ritan la labor periodística o incitan a cometer agresiones en su contra. 

Al resolver el Caso Perozo y otros vs. Venezuela, el tribunal inte-
ramericano analizó el contexto en el que altos funcionarios del Gobier-
no de aquel país se refirieron a los trabajadores del canal de televisión 
Globovisión como “enemigos del pueblo”, “fascistas” o “traidores”. 
Al respecto, el tribunal interamericano señaló que el Estado vulneró 
los artículos 5 y 13 de la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos, relacionados con la integridad personal y la libertad de expre-
sión, pues las declaraciones de los servidores públicos situaron a los 
trabajadores de ese medio en una posición de mayor vulnerabilidad 
frente al Estado y a ciertos sectores de la sociedad. 

Es decir, determinó que las declaraciones de esos servidores pú-
blicos contribuyeron a generar un clima de hostilidad, intolerancia y 
animadversión por parte de ciertos sectores de la población frente a las 
y los periodistas. Si bien los servidores públicos gozan de la libertad 
de expresión, la misma está sujeta a determinadas connotaciones, con 
el fin de evitar que sus palabras expongan a periodistas y medios a un 
mayor riesgo de violencia. 

En el caso particular, si bien existieron agresiones contra algu-
nos periodistas y las mismas no fueron cometidas directamente por 
agentes del Estado, la Corte idh advirtió que podría existir una vincu-
lación entre las expresiones de servidores públicos donde se descalifi-
caba a los trabajadores de ese medio, con los incidentes causados por 
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particulares. Así, modificar el discurso público y reconocer de manera 
constante y clara el papel que tiene la libertad de expresión para cual-
quier democracia es un estándar de especial relevancia para países 
como el nuestro. 

Instruir a las fuerzas de seguridad sobre el respeto a los periodistas y 
medios. La debida capacitación a las fuerzas de seguridad del Estado 
sobre el rol de la prensa en una sociedad democrática constituye un 
paso importante para prevenir la violencia contra las y los periodistas. 

Sobre el particular, en el caso Vélez Restrepo y familiares vs. 
Colombia, relacionado con un camarógrafo que fue atacado por inte-
grantes del Ejército tras capturar imágenes de militares agrediendo a 
personas que participaban en una manifestación pública, la Corte idh 
ordenó, como garantía de no repetición, que el Estado incorporara en 
sus programas de educación un módulo específico sobre la protección 
del derecho a la libertad de pensamiento y expresión. 

Respetar el derecho de las y los periodistas, a la reserva de sus fuen-
tes de información, apuntes y archivos personales y profesionales. La 
Declaración de Principios sobre la Libertad de Expresión señala que 
todo comunicador tiene derecho a la reserva de sus fuentes de infor-
mación y archivos y que es obligación del Estado hacer realidad esa 
protección. 

Al respecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos —en el 
caso Goodwin vs. Reino Unido— destacó que este tipo de medidas 
son muy importantes para la libertad de expresión, pues su ausencia 
podría disuadir a las fuentes de colaborar con la prensa sobre asuntos 
de interés público. Por ello, determinó que el rol de la prensa podría 
verse frustrado, y su capacidad de brindar información precisa y con-
fiable sería menoscabada si no existiera ese tipo de protección. 

De igual manera, la Relatoría Especial sobre Libertad de Expre-
sión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha señala-
do que la protección de las fuentes confidenciales no solo contribuye 
al rol fundamental de vigilancia de la prensa, sino que, además, ayuda 
a prevenir que los periodistas sean víctimas de actos de violencia. 

Mantener estadísticas precisas sobre violencia contra periodistas. 
Comprender la magnitud y la modalidad de los actos de violencia 
contra periodistas y medios de comunicación es una condición fun-
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damental para poder implementar políticas efectivas de prevención; 
por ejemplo, el diseño de mapas de riesgo confiables. Por ello, la Re-
latoría Especial sobre Libertad de Expresión de la cidh señala que las 
autoridades deben de producir datos de calidad que puedan ser usados 
para planificar adecuadamente los diferentes operativos de las fuerzas 
policiales, de forma que favorezcan las acciones de tipo preventivo 
frente a las de tipo represivo. 

La relatoría destaca que el diseño y el mantenimiento actualizado 
de estadísticas e indicadores confiables sobre los diferentes factores 
que propician hechos violentos o delictivos constituye una herramien-
ta insustituible para la implementación de un adecuado proceso de 
planificación estratégica, que representa una pieza clave de cualquier 
política pública. 

Obligación de sancionar la violencia contra las y los periodistas. 
Respecto a este estándar, la relatoría especial menciona que, para pre-
venir la violencia contra periodistas y trabajadores de medios de co-
municación, es indispensable que el ordenamiento jurídico sancione 
estas conductas de manera proporcional al daño cometido. 

Algunas de las medidas que propone la relatoría consisten en 
reconocer, en los códigos penales, delitos específicos cometidos en 
represalia por el ejercicio de la libertad de expresión, ya sea en forma 
expresa o como una agravante que suponga la imposición de penas 
más severas por esos delitos. 

Por su parte, en la Declaración Conjunta sobre Delitos contra 
la Libertad de Expresión, los relatores especiales de la onu, de Eu-
ropa, de África y de la Organización de Estados Americanos sobre 
esta temática señalaron que el derecho penal debería reconocer una 
categoría específica de delitos contra la libertad de expresión. A saber, 
los ataques cometidos en represalia por el ejercicio de la libertad de 
expresión, ya sea en forma expresa o como una circunstancia agravan-
te que suponga la imposición de penas más severas para tales delitos, 
debido a su gravedad. 

En México, se han logrado algunos avances en esta materia a 
nivel federal. El artículo 51 del Código Penal Federal, que determina 
las reglas generales de aplicación de las sanciones, establece, en sus 
párrafos segundo y tercero, que cuando se cometa un delito doloso en 
contra de algún periodista, persona o instalación con la intención de 
afectar, limitar o menoscabar el derecho a la información o las liber-
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tades de expresión o de imprenta se aumentará hasta en un tercio la 
pena establecida para tal delito. También menciona que se aumentará 
la pena hasta en una mitad cuando el delito sea cometido por un ser-
vidor público en ejercicio de sus funciones o la víctima sea mujer y 
concurran razones de género en la comisión del delito. 

Como vemos, el Código Penal Federal establece agravantes 
cuando se cometan delitos dolosos en contra de comunicadores o ins-
talaciones de medios y que estén vinculados con su labor periodísti-
ca, así como cuando el agresor sea un servidor público y la víctima 
sea una mujer. No obstante, la incorporación de delitos cometidos en 
contra de periodistas al catálogo de delitos federales no debe ser con-
siderada, por sí misma, una solución a la problemática de fondo; la 
tipificación resultaría nula o deficiente si, a la par, no se realiza una 
investigación seria, diligente, oportuna y se juzga y se sanciona a los 
autores materiales e intelectuales de las agresiones que sufren, evitan-
do la impunidad. 

Prohibición de utilizar el derecho penal como medio indirecto contra 
la libertad de expresión. Como se advierte de los casos mencionados 
previamente, los criterios de la cidh y la jurisprudencia de la Corte 
idh han ido creando distintos estándares sobre la libertad de expre-
sión. El que resulta más relevante para el propósito de este artículo 
es el que tiene que ver con la prohibición de utilizar el derecho penal 
como medio indirecto para afectar ese derecho. En el informe del caso 
Rodolfo López Espinoza e hijos vs. Perú, la cidh señaló que: 

… el ejercicio del derecho a la libertad de pensamiento en una sociedad 
democrática comprende el derecho a no ser perseguido ni molestado a 
causa de sus opiniones, denuncias o críticas contra funcionarios públi-
cos […] Esa protección es mucho más amplia cuando las expresiones 
formuladas por una persona se refieren a denuncias sobre violaciones 
a los derechos humanos. En este caso, no solo se está violando el dere-
cho individual de una persona a transmitir o difundir una información, 
sino que se está violando el derecho de toda la comunidad a recibir 
informaciones. 

En la sentencia del caso Ricardo Canese vs. Paraguay —relacio-
nado con la condena impuesta al señor Ricardo Canese como conse-
cuencia de las manifestaciones hechas mientras era candidato presi-
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dencial en contra del señor Juan Carlos Wasmosy, también candidato 
presidencial de Paraguay— se denunciaron presuntos actos de corrup-
ción del señor Wasmosy, que fueron publicados en varios periódicos. 
Esto provocó que se presentaran algunas querellas en contra del señor 
Canese y que fuera condenado por el delito de difamación, además de 
que se le prohibiera salir del país. 

Al respecto, la Corte idh determinó que, en el proceso seguido 
contra el señor Canese, los órganos judiciales debieron tomar en con-
sideración que aquel rindió sus declaraciones en el contexto de una 
campaña electoral a la presidencia de la República y respecto de asun-
tos de interés público, circunstancia en la cual las opiniones y críticas 
se emiten de una manera más abierta, intensa y dinámica, acorde con 
los principios del pluralismo democrático. Por lo anterior, el juzga-
dor debía ponderar el respeto a los derechos o a la reputación de los 
demás, con el valor que tiene en una sociedad democrática el debate 
abierto sobre temas de interés o preocupación pública. 

La sentencia señala que el proceso penal y la condena impues-
ta al señor Canese constituyeron una sanción innecesaria y excesiva 
por las declaraciones que emitió en el marco de la campaña electoral 
respecto de otro candidato a la presidencia y sobre asuntos de interés 
público, y limitaron el debate abierto sobre esos temas. Finalmente, 
determinó que el proceso penal y las sanciones impuestas constitu-
yeron medios indirectos de restricción a la libertad de pensamiento y 
expresión, por lo que el Estado vulneró el artículo 13 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 

Por su parte, la cidh ha mencionado que la simple sujeción a 
un proceso prolongado y fundado en un tipo penal ambiguo o vago 
genera la responsabilidad del Estado por violación al principio de le-
galidad, particularmente respecto de las personas que han realizado 
denuncias sobre afectaciones a derechos humanos, y que la sujeción 
a tales procesos se traduce en un mensaje intimidatorio a todas las 
personas que tuvieren la intención o hubieran formulado denuncias 
similares. 

Para dicho organismo interamericano, es necesario que las per-
sonas se sientan protegidas al momento de ejercer su libertad de ex-
presión y formular denuncias sobre violaciones a derechos humanos, 
por lo que la primera medida de protección debe ser la de impedir la 
aplicación del derecho penal contra ellas. Hacer lo contrario deriva 
en una situación no deseada, en la cual la víctima es obligada a silen-
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ciarse, la impunidad encuentra un terreno fértil para germinar y la so-
ciedad resulta privada de importantes debates sobre temas de enorme 
relevancia pública. 

Resulta interesante advertir cómo las instituciones nacionales 
pueden hacer un análisis de casos concretos sometidos a su considera-
ción bajo el lente de la jurisprudencia y los estándares internacionales 
en materia de libertad de expresión, y determinar cuándo alguna auto-
ridad vulneró este derecho. 

Es el caso de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos de 
México (en adelante, cndh). Esta institución, en mayo de 2015, emitió 
la Recomendación 13/2015, relacionada con la queja presentada por un 
periodista de origen maya. Él señaló que iniciaron una denuncia en su 
contra por el delito de sabotaje después de cubrir (como reportero) el 
bloqueo que algunas personas llevaban a cabo en las instalaciones de 
agua potable de un municipio en el estado de Quintana Roo y difundir 
por diversos medios tales hechos, en los que hacía críticas a las auto-
ridades locales por el desalojo de las personas que ahí se encontraban. 
Días después de presentada la queja, el periodista fue detenido con 
una orden de aprehensión por el delito referido y recluido en la cárcel 
pública municipal. 

Una vez que la cndh solicitó la información correspondiente y 
analizó las constancias que obraban en la indagatoria iniciada en con-
tra del periodista por el delito de sabotaje, determinó que las únicas 
constancias en las que se basó la autoridad ministerial para acreditar 
que el periodista había cometido tal delito fueron los testimonios de 
algunas personas que señalaron haberlo visto en el lugar de los he-
chos, algunas fotografías donde el agraviado sostenía un teléfono ce-
lular en la mano (en un gesto aparente de fotografiar o videograbar lo 
ahí sucedido), así como un peritaje que señalaba que no se advertían 
daños físicos a las instalaciones de agua potable en las que se realizó 
el bloqueo. 

De esa manera, y tomando en consideración algunos de los crite-
rios de la jurisprudencia estadounidense en los que se explica la ma-
nera en que la autoridad puede emplear el derecho penal como método 
para sancionar la labor de aquellas personas que cubren actos públi-
cos, la cndh determinó que la imputación del delito de sabotaje al 
reportero —sin tener elementos que acreditasen que, efectivamente, 
había cometido esa conducta—, relacionada con el trabajo de difusión 
que el periodista realizó a los hechos antes descritos, constituía un 
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medio indirecto para afectar su libertad de expresión. Debido a esto, 
solicitó iniciar las denuncias y los procedimientos administrativos co-
rrespondientes a las autoridades que participaron en esos hechos. 

Los estándares y los casos antes mencionados, relacionados con 
la protección de personas defensoras de derechos humanos y periodis-
tas, constituyen herramientas útiles para que las autoridades de los tres 
niveles de gobierno implementen acciones de política pública para 
generar las condiciones óptimas para que ambos colectivos realicen 
sus actividades con seguridad. Esperemos que un día no muy lejano 
México se encuentre en condiciones para que periodistas y defensores 
realicen su labor de manera libre. 

II. María Eréndira Cruz Villegas 

Deseo expresar, primeramente, que los derechos humanos son el 
termómetro de la democracia, y el respeto, promoción y protección 
que los Estados nacionales confieren de los derechos fundamentales 
constituyen la métrica justa del nivel de desarrollo democrático de las 
naciones. 

En enero de este 2019, el señor Michel Forst, relator especial 
de la Organización de las Naciones Unidas sobre la Situación de los 
Defensores de Derechos Humanos, visitó México y ofreció una con-
ferencia para alrededor de 800 personas procedentes de diferentes en-
tidades del país, donde el 60% de los asistentes éramos mujeres. 

En la intervención del señor Forst, fue relevante su abordaje de la 
problemática de violación de los derechos humanos de los pueblos y 
comunidades indígenas y afrodescendientes en México, y, desde lue-
go, los retos que en forma cotidiana enfrentan las y los defensores de 
derechos humanos. 

El relator especial de la onu mostró su asombro por la dimen-
sión y profundidad de la problemática de derechos humanos que se 
padecía en México; en particular, la que afecta a los defensores de 
los derechos humanos y periodistas, sobre todo porque a pesar de las 
recomendaciones emitidas por organismos nacionales e internaciona-
les para la atención, contención y abatimiento de la problemática, la 
incidencia de casos observaba una tendencia creciente. Esto me hace 
recordar la afirmación del señor Michel Forst: “No es posible que en 
México no se disminuya la problemática”. 
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De ahí el imperativo de reflexionar sobre la problemática estruc-
tural que genera la violación de los derechos humanos desde una lógi-
ca hermenéutica, es decir, a partir de una lógica que permita identificar 
y comprender, desde diversas dimensiones de mediación analítica, las 
causales que provocan las agresiones a quienes defienden la libertad 
de expresión y los derechos humanos en este país. 

Tenemos que reconocer que en el país existen territorios donde 
no hay condiciones mínimas para el ejercicio pleno de la libertad de 
expresión, donde incluso no existe siquiera quién defienda los dere-
chos humanos. 

Un mapeo simple de los lugares de origen de quienes asistimos 
a este espacio revela que no hay muchos defensores de derechos 
humanos procedentes de Tamaulipas o Sinaloa, porque en contextos 
tan adversos es mucho más complejo construir procesos de defensa. 
No obstante, existen también otros elementos de carácter estructural 
que me parece sustantivo exponer, a reserva de que mi compañe-
ro —el sexto visitador de la cndh— habrá de abordar con mayor 
profundidad. 

Iniciaré señalando que las expresiones de desigualdad, discri-
minación, violencia y abusos de autoridad, presentes en el contex-
to económico, cultural, social y medioambiental de nuestra realidad 
contemporánea, exigen a la población, a las instituciones y a las or-
ganizaciones de la sociedad civil generar cotidianamente procesos de 
defensa. Es esta una situación que se agrava y complejiza para las mu-
jeres que trabajamos en la defensa de los derechos humanos, porque 
además tenemos que confrontar todos los días y en toda circunstancia 
un clima de discriminación, descalificación y difamación por el solo 
hecho de ser mujeres. 

Me refiero a una problemática multifactorial que ha sido docu-
mentada por la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación Contra la Mujer (cedaw, por sus siglas en inglés) 
de la onu, cuyas observaciones finales para México, en 2018, revelan 
la preocupación de este mecanismo internacional por la situación que 
actualmente padecen y enfrentan las defensoras de derechos humanos 
en nuestro país. 

Una problemática que adquiere mayor profundidad en el caso de 
las mujeres indígenas, al ser afectadas por la discriminación, desigual-
dad, descalificación, abusos y violencias por su condición indígena y 
por ser mujeres. 
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Yo misma —antes de ser servidora pública en la cndh— al par-
ticipar en diversos movimientos sociales en favor de la construcción 
de una vida digna, fui víctima de discriminación y descalificación, 
por el hecho de ser morena y originaria de un barrio popular. Recuer-
do claramente los señalamientos: “… miren esas mujeres revoltosas, 
vienen a alborotar otra vez, no tienen nada que hacer”, incluso otros 
improperios poco afortunados para nuestra condición de mujeres y 
situación de pobreza. 

En México, es frecuente que se señale y criminalice no solo la 
defensa y promoción de los derechos humanos, sino también la pobre-
za, las preferencias de género, la identidad, la apariencia y el color de 
la piel. Quiero destacar, de igual manera, la problemática que afecta a 
las y los que luchan por la defensa de la tierra y, por supuesto, por la 
protección del entorno ecológico, cuya problemática se abordará más 
adelante en este mismo espacio. 

Sin embargo, no debo dejar de visibilizar que en el sexenio que 
acaba de terminar murieron 57 personas defensoras de la tierra. Todas 
ellas, indígenas que lucharon y murieron por preservar la tierra y el 
patrimonio natural de la humanidad, amenazado por megaproyectos y 
la actividad extractiva en el norte y la región sursureste del país. 

Con este referente no busco —por supuesto— asociar los pro-
yectos de desarrollo como una amenaza permanente a los derechos 
humanos, y en forma particular, de los pueblos y comunidades in-
dígenas y afromexicanos. Por el contrario, el posicionamiento inal-
terable de la cndh será visibilizar y sensibilizar a las instituciones 
públicas y empresas responsables de los megaproyectos sobre el im-
perativo de respetar los derechos humanos y el patrimonio ecológico 
de las y los mexicanos, tal y como lo plantea la Agenda 20-30 para el 
Desarrollo Sostenible. 

La cndh saludará siempre las decisiones, medidas y proyectos 
que impulsen el desarrollo de México, cuando estos se lleven a cabo 
de conformidad con la normatividad nacional y los estándares interna-
cionales de la materia, tal y como los establecen los objetivos 5 y 16 de 
la Agenda 20-30, donde se establece respetar y fomentar el derecho al 
desarrollo con respeto a la igualdad de género en un contexto de paz, 
justicia y solidez institucional. 

Sin embargo, cuando la política desarrollista vulnere los dere-
chos fundamentales de la sociedad, la cndh actuará de manera firme 
y decidida, orientada por su ley y reglamento, para prevenir y señalar 
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las acciones de gobierno que violen los derechos humanos de la po-
blación. Como organismo nacional autónomo estaremos siempre al 
lado de la gente, trabajando en unidad con las y los defensores de los 
derechos humanos, con las organizaciones de la sociedad civil y los 
organismos nacionales e internacionales. 

Cerraré mi participación comentando que, a pesar del avance le-
gislativo en materia de protección de los derechos humanos, así como 
la creación de instituciones autónomas dedicadas a este fin, en nues-
tra realidad social y política contemporánea subyace aún un atavismo 
cultural que estigmatiza a los derechos humanos: una visión reduccio-
nista que mira como estorbo a las instituciones autónomas y como un 
riesgo el activismo de las y los defensores de los derechos humanos. 

Un lugar común de esta expresión cultural denostativa —existen-
te, también, en diversos países del mundo— es que las instituciones y 
los defensores de los derechos humanos defendemos delincuentes, y, 
obviamente, se nos trata como cómplices de ellos. 

Debemos reconocer —lamentablemente— que esta percepción 
fomentada desde el Estado tiende, a menudo, a la criminalización de 
la protesta social y de la defensa de los derechos humanos ante la falta 
de medidas de protección efectivas para defensores y periodistas. 

Cito como ejemplo que hace 10 años, a partir de un episodio de 
agresión a mi persona, participé activamente para la implementación 
del primer mecanismo de protección contra agresiones a personas 
cauteladas: el botón de pánico, que a veces funciona, y en ocasiones 
no te contestan. 

Se reconoce que hay avances, pero aún es mucho lo que falta por 
hacer. Hay una gran agenda para la construcción de leyes y la armoni-
zación de estas con perspectiva indígena y de género. Los diálogos y 
el trabajo legislativo sobre la temática que nos ocupa deben darse no 
solamente en el Congreso de la Unión, sino también en los congresos 
locales, para generar protocolos eficaces de atención inmediata a de-
fensores de derechos humanos y periodistas agredidos por su desem-
peño profesional. 

La lucha contra la impunidad es de todos; todas las personas so-
mos también defensoras de derechos humanos, y no deberíamos par-
ticipar en esta mesa si viviéramos en un México verdaderamente justo 
y democrático. En la sesión de preguntas y respuestas, conjuntaré mi 
respuesta a las preguntas que me han formulado, para ser breve. 
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Señalaré, primeramente, que el proceso de protección a defen-
sores de derechos humanos tiene un reto muy importante, que es el 
de la defensa colectiva de los derechos. Se trata de un escenario de 
protección que se presenta muy poco en la Ciudad de México, pero 
de manera intensa en las comunidades indígenas del país, debido a las 
nociones culturales tan distintas que privan entre los habitantes de las 
grandes urbes. 

Desde la cosmovisión indígena, por ejemplo, los territorios son 
sagrados y tienen una serie de significados que no necesariamente 
coinciden con nuestra cultura y visión occidental. La divergencia de 
paradigmas sobre el concepto territorio constituye, entonces, un de-
safío fundamental para generar protocolos de intervención y protec-
ción de los derechos humanos, porque se trata de dos cosmovisiones 
distintas que muy a menudo discrepan y complejizan los procesos 
para generar garantías a los defensores de la tierra. 

Esta misma problemática afecta, por supuesto, el diseño de pro-
tocolos de consulta previa, libre e informada, de buena fe y cultural-
mente adecuada, al considerar la enorme diversidad de cosmovisio-
nes de los pueblos y comunidades de México. Sobre esta temática, 
la cndh emitió la Recomendación General 16/2017, dirigida a los 
poderes Ejecutivo y Legislativo del país. En ella se aborda, analíti-
camente, esta problemática y se insta al Gobierno federal y los legis-
ladores a promulgar una ley nacional para que norme a las consultas 
indígenas y se lleve a cabo su adecuada armonización, considerando 
las pautas culturales de las etnias de México. 

Hay unas preguntas de orden más jurídico: ¿qué sucede si una 
autoridad no cumple con las recomendaciones? En esta materia se ha 
venido trabajado y evolucionando desde hace 15 años a la fecha, con-
quistando —hasta ahora— varios logros fundamentales: 

� La cndh se ha afianzado como un verdadero órgano constitucio-
nal autónomo, ganando el reconocimiento y prestigio creciente 
en la percepción de la sociedad civil y en las instituciones del 
Estado mexicano. 

� Sus recomendaciones e instrumentos de posicionamiento han lo-
grado generar una mayor sanción moral sobre aquellas autorida-
des que no acatan sus recomendaciones. Como ejemplo reciente, 
el municipio de Ahome, Sinaloa, no aceptó una recomendación 
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de la cndh, por lo que el presidente municipal fue llamado a 
comparecer ante el Senado de la República a fin de rendir cuentas 
sobre su negativa. 

� Con esta lógica estamos trabajando de la mano con la onu para 
extender a México la resolución formal para garantizar el respeto 
de los derechos humanos en las empresas cuando violenten o 
agravien en términos de la integridad y dignidad de las personas. 

Por último, me perece urgente desmitificar la perspectiva de gé-
nero y la erradicación del estigma que pesa en las mujeres que luchan 
por el feminismo; tenemos que redoblar esfuerzos para abrir más es-
pacios para la defensa legal desde una mirada feminista, porque en 
México mueren cada día siete mujeres por actos violentos. 

Existe también la imperiosa necesidad de visibilizar y fortalecer 
la dignidad de los derechos fundamentales de los pueblos y comuni-
dades indígenas y afromexicanas, sobre todo de aquellas que están 
consideradas entre los 50 municipios más pobres de este país. 

III. Jorge Ulises Carmona Tinoco 

El tema y la relación con las personas defensoras de derechos huma-
nos con la materia penal puede ser visto desde distintas vertientes. En 
principio, podemos referir que a veces existen problemas en cómo se 
criminalizan las labores de defensa de los derechos humanos al men-
cionar expresamente la palabra criminalización, porque así es consi-
derado internacionalmente. Esto es cuando existe un abuso o desvío 
del uso del derecho penal o de la propia procuración de justicia como 
una forma de amedrentar, acallar, etc., a los defensores de derechos 
humanos, esta es una parte. 

Otra vertiente son los delitos de los que son o pueden ser víctimas 
quienes participan en la defensa de los derechos humanos, y por otro 
lado también existe otro tipo de cuestiones. Lo planteo de esta manera 
debido a que son cuestiones que no están totalmente resueltas y, si se 
pueden comparar con una investigación de tipo penal, son indicios de 
que tal vez les interesarán a ustedes para ahondar en estos temas. 

En lo personal —desde mi experiencia en la cndh y a partir de 
los casos y las situaciones— me ha preocupado y he reflexionado 
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constantemente acerca de la situación que se vive, cuando el proble-
ma que se presenta no son los delitos en contra de estas personas o 
cómo se utiliza frecuentemente la maquinaria para frenar, sancionar u 
obstaculizar a los defensores, sino que el verdadero problema está en 
las propias normas, en los tipos penales. 

Me parece que un país democrático —como lo comentaba ante-
riormente la Mtra. Eréndira— requiere una revisión constante de la 
razonabilidad de su derecho penal; esto es, reflexionar no solo sobre 
el tema de la estructura, de los procedimientos o de plazos, etc., sino 
también analizar los aspectos sustantivos de los tipos penales que se 
tienen previstos y, de esta manera, estar conscientes de cómo algunos 
de estos tipos penales, por la forma en que estuviesen estructurados, 
pudieran fácilmente ser utilizados con otros fines diversos a una ge-
nuina procuración e impartición de justicia. 

Por otro lado, se encuentra la situación de los defensores en cues-
tiones relacionadas con los derechos económicos, sociales, culturales 
y ambientales, en específico, los derechos ambientales, ya que la si-
tuación de estos ha sido señalada y puesta de manifiesto no solo por 
la propia Comisión Nacional de los Derechos Humanos (cndh), sino 
también por diversos órganos de las Naciones Unidas y por la propia 
Comisión Interamericana de los Derechos Humanos (cidh). Lo ante-
rior, debido a que es una situación que obstaculiza el goce efectivo de 
los derechos y, de igual manera, pone en riesgo no solo los derechos 
de quienes los defienden, sino también los de las personas que están 
siendo defendidas, quienes en la mayoría de las ocasiones forman par-
te de grupos en situaciones de vulnerabilidad (como se les conocía 
anteriormente), y ahora son grupos de atención prioritaria que, de otra 
manera, no tendrían una voz para hacer valer sus derechos. 

¿Qué es lo que hemos observado a lo largo de esta experiencia? 
En ocasiones, cuando existen los llamados megaproyectos u obras de 
infraestructura de dimensión considerable, o cuestiones relacionadas 
con algunas concesiones, etc., se generan problemas, sobre todo, por 
motivo de la falta de información. Lo anterior, sin referir el tema de la 
consulta, que es un propio de un derecho humano de las comunidades 
y con características muy específicas, sino que me refiero al solo he-
cho de no brindar a la población la información adecuada, oportuna, 
amplia, entendible y asequible. Esto es lo que —en mi experiencia— 
genera muchos roces y conflictos, debido a que los habitantes no sa-
ben qué hacen ahí esas personas o esas empresas, qué hace la maqui-

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
https://www.juridicas.unam.mx/  
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

https://revistas.juridicas.unam.mx/  Libro completo en 
https://tinyurl.com/2ftxx64w

DR © 2020. Instituto Nacional de Ciencias Penales (inacipe) 
Universidad Nacional Autónoma de México, Instituto de Investigaciones Jurídicas



DESAFÍOS EN EL PANORAMA DE LA JUSTICIA  
PENAL EN MÉXICO

 

 

 

128 

naria en su entorno, y por lo tanto sienten que este y su vida cotidiana 
son alterados o amenazados de alguna forma. 

Por otra parte, dejando el tema de la información, esta situación 
también se complica cuando las autoridades no tienen los oficios o las 
herramientas para una adecuada participación ciudadana, y no solo en 
el tema de consulta, sino que hay que pensar en otras comunidades o 
en otros sectores que no necesariamente deben ser comunidades in-
dígenas, pero sí comunidades que también tienen derecho a recibir 
información. Por ejemplo, en la ciudad tenemos derecho a saber cues-
tiones como las siguientes: ¿quién está haciendo la obra?, ¿para qué 
va a servir?, ¿cuánto tiempo vamos a sufrir las consecuencias de una 
determinada obra?, ¿cuáles son las alternativas para paliar los efectos 
de la obra? Son datos cuya falta en ocasiones genera conflictos, por-
que lo que sucede es que las y los defensores, haciendo uso de sus de-
rechos, se manifiestan: llevan a cabo algún tipo de expresiones, plan-
tones, bloqueos o situaciones donde se colocan las personas entre la 
maquinaria y la obra, etc., y la autoridad está ausente, cuando esta es 
la que tendría que intervenir de manera preventiva en el cumplimento 
de sus obligaciones a los derechos humanos para que, desde ese ins-
tante, se trate de resolver la situación. 

Sin embargo, la autoridad deja que continúe esta situación hasta 
que hay alguna persona lesionada o hasta que se presente algún en-
frentamiento, o cuando acontezca una situación que rebase, incluso, a 
las personas; es entonces cuando intervienen las autoridades, digamos 
que, con “el puño de hierro del Estado”, con el derecho penal, con la 
procuración de justicia, etc. Ese es un factor común que, de alguna 
manera, hemos venido detectando en este tipo de cuestiones. 

De ahí la importancia de que las personas conozcan, en primer 
lugar, que la labor de defensa de los derechos humanos de otras per-
sonas está reconocida internacionalmente. Existen instituciones —no 
solo nacionales, sino también internacionales—, dedicadas a la pro-
tección, a la salvaguarda de esta función en particular. Por supuesto 
que los defensores tienen sus derechos humanos propios, pero además 
de estos, por la labor que realizan hacia los derechos de otras personas 
y otras comunidades, tienen (o deben tener) una protección que po-
dríamos llamar reforzada. 

En este sentido, desde luego hay relatores a nivel de Naciones 
Unidas, a nivel de la cidh. En nuestro país, la cndh no solo ha emiti-
do recomendaciones generales o específicas, sino que también ha uti-
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lizado las medidas cautelares, las cuales son una herramienta a nuestro 
alcance cuando tenemos acceso a una situación inmediata que puede 
ser de riesgo. Sin embargo, observamos que, desafortunadamente, no 
ha sido suficiente. 

Esta situación tiene que ver con varios derechos, por supuesto. 
No solo el derecho mismo a defender los derechos de los demás, sino 
también —como ya lo comentaba— el derecho al acceso a la infor-
mación y eñ hecho de que las propias autoridades tienen la respon-
sabilidad de informar a las personas cómo y qué se está realizando o 
cuál será el impacto que va a tener cierto proyecto en las comunida-
des, etcéterea. 

Nuestro país forma parte de la comunidad internacional y, por lo 
tanto, ha tratado de dar énfasis a la llamada Agenda 2030. Esta contie-
ne algunos objetivos que están vinculados a diversas temáticas, pero 
por supuesto también tienen relación con la paz, con la seguridad y 
con el ejercicio de los derechos en general. 

Y, por último, me dedicaré a destacar la importancia de los temas 
del medio ambiente, particularmente, con relación a un acuerdo inter-
nacional. Recientemente se ha abierto a ratificación y ha sido suscrito 
por algunos países el Acuerdo regional sobre el acceso a la infor-
mación, la participación pública y el acceso a la justicia en asuntos 
ambientales en América Latina y el Caribe, llamado también Acuerdo 
de Escazú, el cual es un instrumento regional sobre el acceso a la in-
formación, la participación pública y el acceso a la justicia en asuntos 
ambientales en América Latina y el Caribe. Fue adoptado el 4 de mar-
zo de 2018, precisamente en la ciudad de Escazú (Costa Rica). 

Este instrumento incluye disposiciones para garantizar que el 
acceso a la información, la participación y acceso a la justicia, así 
como para proteger la labor de las personas defensoras del medio 
ambiente. Este acuerdo regional se origina en la Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible de Río +20, se fun-
damenta en el principio número 10 de la Declaración de Río de 1992 
y se sustenta en el derecho de acceder en forma oportuna y efectiva 
a la información ambiental, a participar en la toma de decisiones que 
afecten el medio ambiente y a la justicia para asegurar, en su caso, la 
reparación integral de los daños. Sobre tales prerrogativas, el relator 
especial sobre derechos humanos y medio ambiente ha reiterado que 
el acceso a la información, la participación y la justicia son esenciales 
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para garantizar el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, 
saludable y sostenible. 

En particular, en el artículo 9° del acuerdo se establecen diversas 
obligaciones para conocer, proteger y promover todos los derechos de 
las personas defensoras de los derechos humanos en asuntos ambien-
tales, quienes, según lo señalado por el propio relator, constituyen el 
segundo grupo más vulnerable y proclive a perder la vida a causa de 
sus actividades. Conforme a dicho precepto, deben adoptarse medidas 
apropiadas, efectivas y oportunas para prevenir, investigar y sancionar 
ataques, amenazas e intimidaciones a las personas defensoras de los 
derechos humanos en asuntos ambientales. En este sentido, la cnhd 
ha insistido en la importancia de que nuestro país ratifique este instru-
mento internacional. 

Quiero decirles que, en su momento, se anunció con bastante 
contundencia la suscripción, pero sabemos que, técnicamente —desde 
el punto de vista jurídico—, la suscripción no es la ratificación, sino 
un adelanto de la voluntad del Estado que no lo vincula jurídicamente. 
De ahí que sea necesaria la ratificación del Estado para que, junto con 
otros, hagan posible que entre en vigor este instrumento internacional. 

Con ello no quiero decir que la sola ratificación de este instru-
mento internacional va a resolver la problemática. Lo ideal sería que, 
al emitirse una norma o al ratificarse un instrumento, se solucionaran 
los problemas, pero no es así. Sin embargo, sí podemos sumar una 
pieza más para hacer posible la protección a las personas defenso-
ras de derechos humanos. Después de realizar la ratificación, una vez 
entrado en vigor, se tendría que realizar una importante labor de ar-
monización normativa; esto conlleva que las obligaciones derivadas 
del instrumento entren en el ámbito de la normatividad que permita 
hacerla efectiva en casos concretos. 

Terminaría este comentario con el énfasis en este instrumento y 
en la necesidad de que entendamos este contexto en el que las defenso-
ras y defensores son víctimas de delitos no solo por parte autoridades, 
pero un número importante de casos proviene de este sector, puesto 
que en ocasiones se observa que la procuración de justicia se utiliza 
para frenar, obstaculizar o sancionar estas actividades de manera muy 
sutil. Además, cabe mencionar que también existen problemas que 
tenemos que analizar a partir de la razonabilidad de los tipos penales 
que estén en los linderos del ejercicio de algunas libertades, como es 
la defensa de los derechos humanos o el derecho a la manifestación. 
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